CARTA DEL EPISCOPADO DIRIGIDA AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA NACION
Buenos Aires, 16 de marzo de 1955

Al Excmo. Señor Presidente de la Nación

Gral. Don Juan Domingo Perón.

S/D.

Excelentísimo Señor Presidente:


En fuerza de nuestra responsabilidad de Obispos Nos sentimos obligados a recurrir respetuosamente ante Vuestra Excelencia por la actual condición a que han sido reducidos los colegios católicos como consecuencia de medidas impuestas por decretos o resoluciones del Ministerio de Educación de la Nación. En forma verdaderamente sorpresiva, sin tener en cuenta las mas elementales circunstancias de tiempo, haciendo discriminaciones religiosas, desconociendo benemerencias públicamente reconocidas por los mismos órganos del Ministerio, creando situaciones económicas imposibles de satisfacerse, negando, en fin, ventajas acordadas justicieramente aún por vuestro propio Gobierno, se ha llegado a extremos que motivan esta reclamación en defensa común de los derechos de la Iglesia, de la familia y de la libertad de enseñanza.


Nos cuesta creer, Excelentísimo Señor, que la situación de los Colegios Católicos que denunciamos sea parte del conjunto de medidas tomadas por ese Gobierno por las razones públicamente expuestas. Esta circunstancia nos obligaría aún más a suscribir esta nota para defender los institutos católicos de enseñanza, ni denunciados ni comprometidos, vinculados en cambio a nuestro pueblo en el común afán de la educación y gozando unánimemente de la confianza de las familias de toda condición social.

Pero la reglamentación impuesta en estos tres últimos meses lesiona además derechos fundamentales acordados por la misma Constitución Nacional y que Nos sentimos en el deber de defender. El primer derecho lesionado es el de la familia, ya que como textualmente dice la Constitución fundada en el derecho natural “la educación y la instrucción corresponde a la familia y a los establecimientos particulares y oficiales que colaboren con ella, conforme lo establezcan las leyes” (art. 37, IV, intr.). El sentido del texto es evidente: cuanto pueden establecer las leyes o decretos de educación, solo es admisible como colaboración, jamás como disminución, mucho menos como negación del derecho de la familia. Pues bien, las condiciones ya impuestas y otras anunciadas por organismos oficiales, impondrán prácticamente el cierre de muchos institutos de educación hacia los cuales, dentro de una larga tradición la familia argentina ha demostrado una justificada preferencia.


En igual medida queda lesionado el derecho de enseñar asegurado por la misma Constitución (art. 26) y al amparo del cual la Iglesia ha creado un millar de establecimientos de enseñanza consagrándoles generosas energías. Es evidente que la actual orientación de nuestra legislación y organización escolar nos lleva hacia la escuela única que de ningún modo podemos aceptar porque e atentatoria contra la libertad de enseñanza, los derechos de la Iglesia y de la familia y conducente a un sistema de educación que, de hecho, desconoce la legítima libertad del hombre.


A estas razones de orden jurídico, debemos añadir la otra que se desprende de la tradición de la escuela argentina, dentro de la cual la Iglesia ocupa lugar honrosísimo, habiendo fundado las primeras escuelas, algunas de las cuales, con un indiscutido y venerable carácter de primogénitas entre las escuelas argentinas, deben desaparecer hoy por las nuevas reglamentaciones.


Finalmente, no podemos silenciar la colaboración que las escuelas católicas han prestado desde el punto de vista económico, ahorrando al Estado ingentes sumas de las cuales el aporte estatal creado por la política de Vuestra Excelencia devolvía, en justicia, una parte de esas sumas ahorradas, aporte que podría quedar suprimido por la reforma del art. 24 de la ley 13.047. Para apreciar la contribución de la enseñanza religiosa basta recordar que los institutos católicos, primarios y secundarios, llegan a un millar con más de trescientos mil alumnos. ¿Qué presupuesto demandaría su atención al Estado dentro de los cálculos actuales?


Sobre ser injusto resulta particularmente odioso el hecho de que los padres de familia que, por derecho constitucional, eligen la escuela particular deban pagar dos veces y en proporción mucho mas elevada la educación de sus hijos. 

Añadimos, por separado, a esta nota, las comprobaciones de medidas ya tomadas por decreto del Poder Ejecutivo o por resoluciones del Ministerio de Educación que, en una u otra forma, jurídica, técnica, o económicamente afectan a las escuelas católicas.


Fundados en los antecedentes que acabamos de exponer, solicitamos de Vuestra Excelencia: 

1) La suspensión de las medidas ya tomadas o por tomarse, que de algún modo lesionan la libertad de enseñanza, los derechos de los padres de familia y de la Iglesia.

2) La suspensión del Decreto del Poder Ejecutivo 22.173 del 28/12/54 y de la Resolución ministerial 3.140 del 22/12/54 sobre cesantías y traslación del personal de escuelas religiosas.

3) La modificación del art. 24 de la ley 13.047 estableciendo en la forma anterior el aporte a los establecimientos adscriptos.

4) El mantenimiento del actual régimen del Instituto del Profesorado del Consejo de Educación Católica.

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Firmado): SANTIAGO LUIS Cardenal COPELLO, Arzobispo de Buenos Aires y Primado de la Argentina; ANTONIO Cardenal CAGGIANO, Obispo de Rosario; Fermín E. Lafitte, Arzobispo de Córdoba; Nicolás Fasolino, Arzobispo de Santa Fe; Zenobio Guilland, Arzobispo de Paraná; Roberto  Tavella, Arzobispo de Salta; Audino Rodríguez y Olmos, Arzobispo de San Juan; Leopoldo Buteler, Obispo de Río Cuarto; Carlos Hanion, Obispo de Catamarca; Froilán Ferreira Reinafé, Obispo de La Rioja; Francisco Vicentín, Obispo de Corrientes; Enrique Mühn, Obispo de Jujuy; Anunciado Serafini, Obispo de Mercedes; José Welmann, Obispo de Santiago del Estero; Alfonso Buteler, Obispo de Mendoza; Germiniano Esorto, Obispo de Bahía Blanca;  Juan Carlos Aramburu, Obispo de Tucumán; Emilio A. Di Pasquo, Obispo de San Luis; Antonio José Plaza, Obispo de Azul; José Borgatti, Obispo de Viedma; Luis A. Borla, Vicario Capitular de La Plata; José Alunni, Vicario Capitular de Resistencia; Silvino Martínez, Obispo Preconizado de San Nicolás; Enrique Rau, Obispo Preconizado de Resistencia.
